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En Colombia, una de las formas de garantizar el dere-
cho humano al agua, de acuerdo con las interpretaciones 
realizadas por la Corte Constitucional, es el servicio de 
acueducto. El tribunal, en el año 2010, por medio de 
una sentencia de tutela expresó que todas las personas 
tienen derecho a que se les asegure progresivamente la 
dimensión positiva del derecho, que consiste en tener 
el servicio de acueducto (Corte Constitucional, 2010, 
p.45). El fundamento jurídico de dicha decisión lo so-
portó, como en muchas otras ocasiones, en los trata-
dos sobre derechos humanos que integran el bloque de 
constitucionalidad, y particularmente en la observación 
número 15 del Comité de Derechos Económicos, Socia-
les y Culturales de las Naciones Unidas.

En el año 2014, al estudiar la demanda interpuesta por 
un ciudadano en contra de la Alcaldía Municipal de San 

1  Asesora jurídica de la Red Nacional de Acueductos Comunitarios de 
Colombia y la Corporación Penca de Sábila. Artículo original publica-
do en la Revista Agua Bien Común #4 (2017).

Martín, Meta, y la Empresa de Servicios Públicos Domi-
ciliarios del municipio, bajo la consideración de encon-
trar violentados el derecho al agua potable, la vida y la 
salud, la Corte manifestó, entre otras cosas, que:

En resumen, la protección del derecho fundamental 
al agua, en su contenido de aseguramiento para el 
consumo humano (i) hace parte del núcleo esencial 
del derecho a la vida en condiciones dignas; (ii) la 
prestación del servicio de acueducto implica una co-
rresponsabilidad entre varios actores y un compro-
miso frente al medio ambiente y; (iii) en caso de que 
la instalación del servicio de acueducto no pueda 
realizarse inmediatamente por razones de inviabili-
dad técnica, financiera, entre otras, se deben adoptar 
medidas paliativas que aseguren el acceso mínimo 
al servicio de agua potable. (Corte Constitucional, 
2014, p.22)
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En la sentencia referenciada, el tribunal constitu-
cional hace un recuento de la normatividad sobre 
servicios públicos para destacar quiénes son res-
ponsables del aseguramiento de los mismos y con-
cluye que dicha tarea se encuentra en cabeza del 
Estado y los municipios, las empresas prestadoras 
de los servicios públicos y los urbanizadores (Corte 
Constitucional, 2014, p. 23). El pronunciado en co-
mento no hace alusión a las comunidades que se or-
ganizaron por mandato legal bajo las formas de en-
tidades sin ánimo de lucro,entre las que sobresalen 
las asociaciones de usuarios, juntas administradoras 
de acueducto, juntas de acción comunal y coope-
rativas. Sin embargo, el pronunciamiento anterior 
hizo alusión a ellas para indicar que se diferencian 
de las empresas y los particulares porque sus acti-
vidades se orientan a mejorar la calidad de vida de 
sus asociados y de la comunidad en general (Corte 
Constitucional, 2003, p.57).

El registro documental existente sobre la partici-
pación de las comunidades en la gestión del ser-
vicio de agua en nuestro país no es muy claro. Por 
ejemplo, un documento publicadoen el año 1998, 
titulado Servicios sostenibles de agua y saneamiento bási-
co – Marco conceptual(Ministerio de Desarrollo Eco-

nómico, 1998), manifiesta que la vinculación de las 
comunidades a proyectos de agua tiene sus oríge-
nes en la creación del Instituto Nacional de Progra-
mas Especiales de Salud, ente encargado, como su 
nombre lo indicaba, de adelantar programas para 
la participación financiera, de mano de obra y ele-
mentos aportados por las comunidades beneficia-
das, todo ello reglado por el Decreto 470 de 1968. 
Otros autores (Moncada, Pérez y Valencia, 2013)
hacen referencia puntual al reconocimiento de di-
cha gestión a través del Programa de Saneamien-
to Básico Rural en 1962. Por último, Ana Patricia 
Quintana Ramírez (2008) registra la existencia de 
organizaciones gestoras del agua desde el año 1925 
en el municipio de Dosquebradas, Risaralda, pero el 
actual reconocimiento constitucional a esta gestión 
se encuentra en el Artículo 365:

Los servicios públicos son inherentes a la fi-
nalidad social del Estado. Es deber del Estado 

¿Las comunidades 
organizadas poseen una doble 
condición, como garantes y 
sujetas del derecho al agua?

Paisaje rural campesino de la región suroeste antioqueño. 
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asegurar su prestación eficiente a todos los ha-
bitantes del territorio nacional. 

Los servicios públicos estarán sometidos al ré-
gimen jurídico que fije la ley, podrán ser presta-
dos por el Estado, directa o indirectamente, por 
comunidades organizadas, o por particulares. 
(Const, 1991, art. 365).

El anterior escenario de orden político, legal y so-
cial tiene a las comunidades que han gestionado y 
gestionan el agua para el consumo huma-
no, en la posición de garantes fren-
te al derecho al acceso al agua y 
su suministro, sin que el le-
gislador, el ejecutivo y los 
demás entes de control, 
entre ellos la Superin-
tendencia de Servicios 
Públicos y las corpo-
raciones autónomas 
regionales, les hagan 
un tratamiento dife-
renciado, sino que las 
equiparan a los mode-
los de gestión empre-
sarial pública, privada o 
mixta. Pero es importante 
preguntarse, ¿las comuni-
dades organizadas poseen una 
doble condición, como garantes y 
sujetas del derecho al agua? Me aventuraré 
a responder positivamente tomando en conside-
ración argumentos que, a mi criterio, no han sido 
interpretados por la Corte Constitucional y que 
merecen una especial alusión. Iniciaré por recordar 
que la observación número 15 del Pacto de Dere-
chos Económicos Sociales y Culturales plantea que 
el agua entraña libertades y derechos, sobre este úl-
timo aspecto expresa que las personas tienen dere-
cho a un sistema de abastecimiento y gestión que 
ofrezca a la población igualdad de oportunidades 
para su disfrute(DESC, 2002).

El Comité señala como elementos normativos o 
componentes del derecho: La disponibilidad, cali-
dad, accesibilidad y no discriminación. Al desarro-
llar los dos últimos, indica que el agua, las insta-

laciones y los servicios deben estar al alcance de 
todos, incluidos los grupos vulnerables y margina-
dos, y prohíbe la discriminación basada en condi-
ciones de género, sociales, económicas, etc.; dispo-
ne como obligación básica la distribución equitativa 
de las instalaciones y servicios disponibles, y sobre 
el mandato de proteger argumenta la adopción de 
medidas legislativas o de otra índole que sean ne-
cesarias y efectivas para impedir que se deniegue el 
derecho a la igualdad, evitando la explotación in-
equitativa de los recursos de agua (DESC, 2002).

Para profundizar en los otros atri-
butos que se desagregan del 

derecho al agua, es impor-
tante traer a colación el 

análisis realizado por el 
relator especial nom-
brado por el Consejo 
de Derechos Huma-
nos de las Naciones 
Unidas, quien plantea 
que existen dos tipos 
de servicios: el prime-
ro consiste en la red 

de tuberías y el otro en 
soluciones individuales in 

situ. Expresa también que 
hay diversos modelos de ges-

tión y hace alusión a proveedores 
de servicios a pequeña escala no gu-

bernamentales dirigidos por la comunidad, re-
conocidos por el Estado o con un mandato dictado 
por él y, finalmente, refiere el autoabastecimiento(-
Naciones Unidas, 2015).

En nuestro país, de acuerdo con el inventario sa-
nitario rural del año 2002, referenciado en el do-
cumento de política económica y social (Depar-
tamento Nacional de Planeación, 2014, p. 20), se 
estima que existen 11.500 prestadores y/o provee-
dores de los servicios de agua y saneamiento, de los 
cuales el 90,5% son comunitarios, muestra clara y 
suficiente de un modelo de gestión del agua que se 
diferencia en muchos aspectos del empresarial. Re-
saltaré en términos muy generales los pasos que da 
una comunidad de vecinos y vecinas para acceder al 

Talleres acueductos comunitarios, 
Municipio de Fredonia, Antioquia.
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agua: primero se gesta el acuerdo colectivo que da 
origen a una organización informal o formal; pos-
teriormente, se solicita el permiso para usar el agua 
indicándole a la autoridad ambiental el uso que se 
le dará; a continuación construyen directa o indi-
rectamente el sistema de distribución, mediante la 
autogestión o cogestión de recursos económicos y 
mano de obra, y, en última instancia, obtienen el 
autoabastecimiento del agua, porque todos son aso-
ciados/as, propietarios/as, beneficiarios/as de la 
conducción de agua hasta cada una de las viviendas 
dispuestas en el territorio. La forma de potabilizar 
el líquido se decide dependiendo en gran medida de 
los costos y las condiciones ambientales, se deter-
mina, por ejemplo, el tratamiento del agua desde el 
sistema central o la potabilización en cada vivienda. 
Es importante mencionar que existen varias formas 

de abastecimiento, tal y como lo rastrea en su infor-
me el relator de Naciones Unidas Léo Heller.

De lo enunciado hasta ahora, se evidencia que las 
comunidades gestoras del agua son acreedoras de 
un mal reconocimiento por parte de la instituciona-
lidad, el marco normativo encargado de regular las 
diversas actividades que realizan, entre ellas sumi-
nistrar agua, no las concibe en sus particularidades, 
no se les significa como colectivos que de manera 
auto-gestionaria garantizan y protegen derechos 
colectivos, como lo advierte Santos (Aguiló, 2009). 

Hasta ahora los derechos humanos no han dado 
suficiente cuenta de la desigualdad y la injusticia so-
cial estructural que produce el modelo hegemónico 
de globalización. Esto es así debido a su carácter 
marcadamente individualista. Este sesgo hace que 
los derechos humanos colectivos, referidos a pue-
blos y grupos, como los derechos ambientales, el 
derecho al agua o al territorio, entre otros, nunca 
hayan tenido prioridad (Aguiló, 2009, p. 195). 

Se puede afirmar que el derecho al agua no sólo 
posee una dimensión individual, también compor-
ta una esfera colectiva, como lo advirtió la Corte 
Constitucional para destacar las obligaciones de 
respeto, protección y garantía, de las cuales son 
titulares las personas individuales y los colectivos, 
menciona el tribunal, que los últimos tienen dere-
cho a la protección de las fuentes hídricas de las 
cuales depende el consumo futuro de agua para las 
posteriores generaciones (Corte Constitucional, 
2010, p.35), sin embargo, el análisis de los corpora-
dos señala una diferencia entre los mecanismos de 
defensa que deben emplearse en uno u otro caso, 
es decir, si se trata del derecho individual al agua se 
debe acudir a la tutela, de tratarse del derecho co-
lectivo, debe acudirse a la acción popular, negando 
con ello, la fundamentalidad del derecho colectivo 
al agua para consumo humano o dicho en otras pa-
labras, el derecho a la gestión colectiva del agua con 
el propósito de suplir las necesidades personales y 
domésticas de un colectivo organizado con tal pro-
pósito.

La anterior descripción da lugar a otra pregunta: 

Acueducto Piedra Moler, Municipio 
de Támesis, Antioquia.
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¿pueden las comunidades ser autogarantes de sus 
derechos? Nuevamente afirmaré que sí, encontran-
do el argumento para tal postura en las teorías críti-
cas de los derechos humanos. Un exponente de tal 
discurso es el profesor David Sánchez Rubio(Sán-
chez y Senent, 2013), quien nos invita a confron-
tar la teoría clásica de los derechos que los reduce 
a normas, instituciones jurídicas y eficacia jurídica 
estatal. Bajo esta visión, la gestión que han realiza-
do y realizan las organizaciones comunitarias para 
garantizar la necesidad vital de sus asociados y aso-
ciadas a acceder y contar con el suministro de agua 
que les proporcione un consumo personal y do-
méstico (incluido, en algunos casos, sobre todo en 
zonas rurales, el agrícola a pequeña escala), es una 
muestra de la eficacia no estatal de un sistema de 
garantías creado por los comuneros y comuneras 
del agua, que les otorga a cada mujer y cada hom-
bre el derecho a participar democráticamente en la 
toma de decisiones sobre los asuntos colectivos y 
territorializados del agua.

La gestión comunitaria del agua para consumo hu-
mano en Colombia es una práctica histórica, de-
mocrática, provista de eficiencia social, entendida 
como la resolución progresiva de necesidades bási-
cas de manera autogestionaria por parte de los co-
lectivos asentados en territorios rurales o urbanos, 
que unen esfuerzos, construyen identidad y esta-
blecen sistemas autónomos para la toma de deci-
siones, creando o recreando con dicho accionar los 
derechos formalmente concebidos por la autoridad 
estatal.
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